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V I S T O para resolver el toca 1-2021 formado con motivo del recurso de queja interpuesto por  ELIMINADO , en contra de la interlocutoria dictada en 14 catorce de Diciembre del año 2020 dos mil veinte, que resolvió el incidente de liquidación y actualización de pensiones alimenticias, dictado por el Juez Primero Civil de Ciudad Valles, S.L.P., en el Testimonio de Constancias deducidas del expediente 280/1999, relativo a la Controversia del Orden Familiar por Alimentos, promovida por  ELIMINADO , en contra de  ELIMINADO ; y, 
R E S U L T A N D O


UNICO.- Por auto del 06 seis de Enero del presente año, la Secretaria de Acuerdos del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, dio por recibido el escrito de  ELIMINADO , mediante el cual interpuso queja en contra de la interlocutoria de fecha 14 catorce de diciembre del año próximo pasado, dictada por el Juez Primero Civil de Ciudad Valles, S.L.P., en el Testimonio de Constancias del expediente 280/1999, relativo a la Controversia Familiar, promovida por  ELIMINADO  (sic), en representación del menor  ELIMINADO , en contra de  ELIMINADO . En esa misma fecha, la Presidenta del Supremo Tribunal de Justicia y del Consejo de la Judicatura del Estado, ordenó registrar dicho recurso en el Libro de Gobierno bajo el número correspondiente, pero reservándose la admisión del mismo, hasta en tanto obrara en autos el informe del juez de la causa, como lo previene el artículo 973 del Código de Procedimientos Civiles.


El Juez Primero Civil de Ciudad Valles, S.L.P., rindió el informe de referencia, a través del oficio SC-II-88/2021, recibido el 09 nueve de marzo del año en curso, conjuntamente con testimonio de las constancias deducidas del expediente 280/1999; asimismo, se le requirió al servidor judicial a fin de que a la brevedad enviara copia certificada de la resolución impugnada en el recurso de queja, la cual obraba ilegible, a fin de estar en posibilidad de acordar lo que en derecho proceda.


Posteriormente, por acuerdo del 21 veintiuno de Abril del presente año, se tuvo al servidor judicial por dando cumplimiento con el requerimiento efectuado; por consiguiente, se tuvo al recurrente por interponiendo en tiempo y forma la queja en mención. Se hizo constar por la Secretaría General, el término y toda vez que la colitigante  ELIMINADO , no ocurrió a esta Presidencia a expresar lo que a su derecho conviene con relación al presente recurso de queja, con apoyo en el artículo 973 del Código Procesal Civil, se le tiene por desinteresada en hacer valer el derecho que le asistía con relación al presente recurso de queja. 
Finalmente, no habiendo trámites procesales pendientes por desahogar, se citó para resolver el negocio, enviándose el Toca al Magistrado José Luis Ortíz Bravo, para la formulación del proyecto de resolución.

C O N S I D E R A N D O


PRIMERO.- El Pleno del Supremo Tribunal de Justicia en el Estado, es competente para conocer del presente recurso de queja atento a lo establecido por los artículos 11 y 14 fracción XIV, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, en relación con el artículo 973 del Código de Procedimientos Civiles.

SEGUNDO.- El recurso de queja se substanció conforme lo dispuesto en los artículos 973 del Código Procesal Civil y 17, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado.


TERCERO.- La queja de mérito, fue interpuesta bajo el supuesto previsto en la fracción II, del artículo 971 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, es decir, en contra de las interlocutorias dictadas en la ejecución de sentencias.

En la especie, la interlocutoria recurrida, se pronunció en el juicio de origen, el 14 catorce de Diciembre de 2020 dos mil veinte, cuyos puntos resolutivos disponen: 

 “PRIMERO.- Este Juzgado fue competente para conocer de este asunto. SEGUNDO.- Procedió la Vía Incidental elegida por la actora. TERCERO.- Las partes comparecieron a juicio con personalidad. CUARTO.-  ELIMINADO  y/o  ELIMINADO , acreditó su incidente de liquidación y actualización de pensiones alimenticias, que entabló en contra de  ELIMINADO , por la cantidad de $ ELIMINADO , que es el resultado de multiplicar catorce años, con ocho meses, que transcurrieron del 23 de julio del año 1999 al 19 de marzo de 2014; de donde los años representan veinticuatro quincenas y los ocho meses equivalen a dieciséis, por lo que en total son 352 quincenas, a razón de $ ELIMINADO  cada una. QUINTO.- No se condena al pago de costas y gastos al demandado, a efecto de no agravar su situación. SEXTO.- Notifíquese.”

CUARTO.- El recurrente al interponer la queja, expresó los siguientes motivos de inconformidad: 
“…I.- Por escrito de fecha 21 de junio de 1999, la señora  ELIMINADO  (SIC), en representación del menor  ELIMINADO , promovió juicio de controversia familiar en contra del suscrito, demandó el pago de una pensión alimenticia a favor del menor. La demanda de alusión fue turnada al conocimiento del Juzgado Primero Mixto de Primera instancia, ahora JUEZ PRIMERO DEL RAMO CIVIL DEL SEXTO DISTRITO JUDICIAL, donde fue admitida y radicada bajo el expediente 280/99 del índice de gobierno de ese juzgado. II.- En diligencia de fecha 23 de julio de 1999, las  partes celebramos convenio judicial, mismo en el cual el que suscribe me comprometí a consignar a la actora la cantidad de $ ELIMINADO  pesos mensuales, por concepto de alimentos a favor del menor  ELIMINADO , más otras prestaciones de índole económico por concepto de pensiones ya vencidas. El convenio de referencia fue elevado a categoría de cosa juzgada y sentencia ejecutoriada en la propia fecha de su elaboración. IV.- Por escrito de presentado el 18 de diciembre de 2019, la señora  ELIMINADO  (SIC) promovió incidente de actualización y liquidación de pensiones alimenticias, sustentándose para ello en el convenio celebrado en autos. El incidente fue admitido a trámite y previo su emplazamiento el que suscribe dí contestación al mismo, inconformándome con éste, excepcionándome en su contra, lo anterior argumentando la falta de personalidad de la promovente, puesto que el menor ya es mayor elevada al día de la promoción del incidente, además argumente la prescripción de la ejecución del convenio, puesto que han pasado más de 20 años desde que el mismo se elevó a categoría de cosa juzgada. V.- En fecha 14 de diciembre de 2020, se dictó la resolución incidental, misma en la cual se decretó la procedencia de la liquidación aprobando la cantidad de $ ELIMINADO  pesos, correspondientes a 14 años ocho meses, correspondientes del 23 de julio de 1999 al 19 de marzo de 2014, lo anterior con la consecuente desestimación de las excepciones opuestas al contestar la incidencia. VI.- Es procedente el recurso que nos ocupa, atendiendo a los siguientes motivos de inconformidad:  Primeramente, sostiene el a quo, que la excepción de falta de legitimación de la promovente es improcedente, ello en base a los siguientes argumentos: a).- Que la personalidad de la actora está demostrada, por desprenderse de la demanda inicial que tiene el carácter de parte en el juicio, de inicio como represente (sic) de su hijo, que sin que sea óbice el que comparezca a demandar el pago de las pensiones rentísticas no cubiertas, pues ello lo hace en su carácter de progenitora que solvento las obligaciones alimentarias, lo que no demerita su calidad de liquidante. b).- Que se observa que el sustento de la incidencia lo es el convenio de fecha 23 de julio de 1999, el cual fue elevado a categoría de cosa juzgada. c).- Que la incidencia está demostrada, pues al efecto debe demostrarse: a).- Que exista una resolución o convenio entre las partes, por el cual se haya decretado una pensión alimenticia y b).- el incumplimiento del deudor alimentario, que motive la liquidación de dichas pensiones. Que el primero de los elementos esta demostrado, pues se remite al convenio celebrado en los autos en el expediente principal, el cual fue elevado a categoría de cosa juzgada, advirtiéndose que las partes, celebraron el convenio a virtud del cual el que suscribe cubriría a la actora la cantidad de $ ELIMINADO  pesos quincenales por concepto de pensión alimenticia a favor del menor, lo cual se demuestra conforme a las constancias de autos.  Que respecto del segundo de los elementos corresponden al deudor alimentaria acreditar su cumplimiento, lo cual no fue demostrado. d).- Que por lo que toca a la excepción de la falta de legitimación de la actora, al considerar que la actora carece de la misma, pues el menor de edad, señala el a quo, que tal excepción es improcedente, pues indica que en principio, la promovente no menciona que hubiere comparecido en representación de  ELIMINADO , por lo cual se establece que comparece ejerciendo algo semejante a la repetición que tiene el codeudor que ha pagado al 100% una deuda, perspectiva desde la cual se constituye su titularidad del derecho perseguido en juicio, pues señala que en términos del artículo 145 del código familiar, la madre y el padre están obligados a dar alimentos, por lo que ambos comparten la obligación mancomunada, mas ello no implica que cada uno de ellos deba cumplir la obligación de manera íntegra, sino que se considera dividido en partes iguales como obligado hubiere. Que ante ello, debe estarse a que si la incidentista promovió el juicio de alimentos y logró la celebración de un convenio, en el cual el suscrito me comprometió a consignar una pensión cada quince días, luego, al acudir ahora a solicitar el cumplimiento de la obligación incumplida, es evidente que está legitimada para ello, ante la presunción de que fue ella quien satisfizo la obligación. Que lo anterior aún y cuando actualmente su hijo actualmente ante su mayoría de edad no las requiera, pues es evidente que si las necesito y le fueron cubiertos por la promovente, quien en esta incidencia busca recuperarlos. Que a medida de mayor abundamiento el artículo 165 del código familiar, establece que cuando el deudor alimentario se rehúse a cubrir sus obligaciones, se hará cargo de las obligaciones contraídas para satisfacer tales obligaciones. Que además es un hecho notorio que el menor quedó a cargo de la madre y por ello asumió las cargas alimentarias. Como ya lo anticipé, las consideraciones sustento de la determinación son ilegales, pues derivan de una indebida fijación de la litis incidental, sin atender a las peticiones de la contraria. Cierto, como ya lo señalé, el origen del convenio sustento del incidente, lo constituye la demanda inicial de la señora  ELIMINADO  (SIC), quien vino a juicio en representación del entonces menor  ELIMINADO , convenio en el cual las partes acordamos diversas obligaciones a nuestro cargo, entre ellas la obligación a cargo del suscrito de consignar a la actora la cantidad fijada en el convenio de manera quincenal por concepto de pensión alimenticia a favor del entonces menor de referencia. Ahora, en el incidente cuya resolución nos ocupa, con el sustento de las obligaciones pactadas en el convenio, la contraria, con la personalidad que dice está acreditada en autos, promueve la incidencia de actualización y liquidación de pensiones alimenticias, lo anterior bajo el argumento de que las mismas no fueron pagadas por el suscrito,  razón por la cual solicita el pago de la cantidad liquidada, bajo el argumento de que no existe resolución que determine que hubiere cesado la obligación alimentaria. De lo anterior, se advierte que contrario a lo aseverado por el a quo, la contraria que sus generales ya constaban en autos, en el caso, la contraria compareció como representante de  ELIMINADO , pues es con ese carácter que vino a juicio en su demanda de origen y con el cual celebro el convenio, de ahí lo inexacto de la aseveración del a quo, en cuanto a que no señalo comparecer como representante del acreedor alimentario en cita, causándose el agravio correspondiente, pues en base a ello se le tiene por demostrada su personalidad para venir a juicio. En ese mismo sentido y atendiendo a la conducta procesal, se advierte que la contraria formula incidente de liquidación y actualización de pensiones alimenticias, sustentándose en el convenio celebrado en autos, convenio el anterior en el cual se pactaron obligaciones a mi cargo en relación a la consignación de la cantidad ahí consignada por concepto de pensión alimenticia a favor de  ELIMINADO . Cuestión ésta a la que no está legitimada, pues los derechos ahí consignados corresponden al acreedor alimentario, en el caso  ELIMINADO , no así a la contraria en lo personal. Lo anterior es así porque en tratándose de liquidación de sentencia o convenio, deberá estarse a los derechos y parámetros establecidos en la sentencia o convenio, siendo que en el caso, el convenio de fecha 23 de julio de 1999, no estableció derecho alguno en favor de la incidentista, sino en favor de  ELIMINADO , luego entonces, si como lo señalé al contestar la incidencia, al promovente la incidencia el acreedor alimentista ya era mayor de edad, es más que claro que la promovente carece de personalidad y legitimación para promover la incidencia, cuestión esta que fue desatendida por el a quo y que en definitiva causa agravio. En otro orden, es inexacto lo aseverado en el sentido de que la promovente este legitimada para venir a juicio, dado que lo que hace valer es la repetición de las obligaciones alimenticias cubiertas por la promovente y que son a cargo del suscrito, lo anterior en razón de que si bien, es cierto que la obligación alimentaria nos correspondía a ambas partes y esta debe repartirse entre las partes, y que incluso existiera la posibilidad legal de repetir tales pagos en contra del suscrito, en el caso de la lectura íntegra de la incidencia no se advierte que la promovente ejerciera la acción de pago por repetición del pago de las obligaciones solidarias, sino que a todas luces se advierte que su sustento lo es el convenio celebrado en autos, lo anterior en ejecución del convenio elevado a categoría de cosa juzgada, luego, es claro que para ello deberá estarse a las obligaciones y parámetros derivados de la sentencia o convenio, por lo que no pueden derivarse otro tipo de derechos, sino limitarse a observar si procede o no la liquidación formulada en base a los parámetros de la sentencia, pues el derecho ya quedo regulado o reconocido en el convenio sustento de la incidencia. Luego es más que evidente que el a quo fijó de manera inadecuada la litis con el objeto de dar legitimación  a la contraria para promover el incidente de liquidación cuya resolución nos ocupa, causándose el agravio que por esta vía hago valer, pues se resuelve la excepción propuesta en base a una indebida fijación de la litis, violentándose el principio de congruencia y exhaustividad previsto en el artículo 81 de la ley procesal de la materia. Amén de lo anterior, es de destacarse el agravio que me causa la determinación que combato, puesto que contrario a lo aseverado, no está demostrada la existencia de un convenio o sentencia en la cual se establezcan derecho a favor de la incidentista a nombre propio, lo anterior es así, pues si bien existe el convenio de fecha 23 de julio de 1999, celebrado entre las partes, el mismo fue celebrado entre la señora  ELIMINADO  (SIC), como representante del entonces menor  ELIMINADO  y de ahí se establecieron obligaciones a cargo del suscrito, de las cuales se advertía mi obligación de consignar la cantidad ahí señalada por concepto de pensión alimenticia a favor del entonces menor de referencia, convenio que como se señala fue elevado a categoría de cosa juzgada. No obstante, ello es insuficiente para que se considere como lo hizo el a quo, que este demostrada la existencia de tal convenio o sentencia, puesto que, si como lo señala el a quo, la contraria comparece por derecho propio a liquidar pensiones alimenticias, debió demostrarse la existencia de un convenio o sentencia en el cual se establecieran derechos a su favor y a cargo del suscrito, lo cual en el caso no sucedió, pues las obligaciones pactadas en el convenio, fueron establecidas en favor del entonces menor de edad, luego entonces, es claro que el primero de los elementos de la acción no se demostró, pues no existe convenio en el cual se establecieran alimentos a mi cargo a favor de la contraria, de ahí lo inexacto de las aseveraciones del a quo y por ende el franco agravio que se me causa y la procedencia de este recurso, pues se resolvió en base a una indebida valoración de las constancias de autos. Finalmente, en cuanto a la excepción de prescripción, el a quo sostiene de que la misma es improcedente, lo anterior bajo el argumento de que las obligaciones alimentarias son imprescriptibles en términos de lo dispuesto por el artículo 1005 de la legislación civil del estado. Al respecto, advierto la ilegalidad de la determinación, puesto que en el caso no se está en presencia del ejercicio de una acción independiente, sino de la liquidación de un convenio elevado a categoría de cosa juzgada, siendo que a virtud del convenio se evitó la contienda y se establecieron los derechos alimentarios, por lo que no es aplicable lo dispuesto por la disposición legal citada, la cual solo es aplicable en caso de la reclamación o demanda inicial a efecto de establecer si procede o no el derecho ejercitado, lo cual como se dijo fue pactado por las partes a través del convenio celebrado en autos. En lo que si nos encontramos es en la liquidación que si prescribible (sic), pues así lo sostiene el artículo 1006 del Código de Procedimientos Civiles, al establecer que la ejecución de las sentencias prescribe en diez años, luego, si como se dijo al contestar el incidente, de la fecha del convenio a la fecha de la incidencia habían transcurrido más de 20 años, es más que lógico que se actualiza la excepción de prescripción opuesta al contestar la incidencia. En esa tesitura, es incorrecto lo señalado en el sentido de que los alimentos son de tracto sucesivo, pues como ya lo señalé, no estamos en presencia de una acción de pago de alimentos, sino de liquidación, si este sujeta a la prescripción desde el momento mismo de su emisión, lo que en el caso se actualizó al no realizarse actos tendientes a ejecutar el convenio por un lapso superior a 20 años. Cuestiones las anteriores que fueron pasadas por alto por el a quo en perjuicio del suscrito, causándose el agravio cuya reparación exijo. Atento a lo anterior, es que solicito se declare procedente este recurso y se ordene al a quo, determine la improcedencia de la incidencia vertida.”

QUINTO.- Por su parte, el Juez Primero Civil de Ciudad Valles, S.L.P., al rendir su informe con justificación manifestó:

“….Que efectivamente dentro de los autos del EXPEDIENTE 280/1999, relativo al JUICIO DE CONTROVERSIAS DEL ORDEN FAMILIAR POR ALIMENTOS, promovido por la C.  ELIMINADO , en contra de  ELIMINADO , este Tribunal con fecha 14 catorce de Diciembre de 2020 dos mil veinte, dictó la interlocutoria de la que se duele el recurrente, por la cual se resuelve el incidente de liquidación y actualización de pensiones alimenticias promovido por la actora del juicio  ELIMINADO , en el entendido de que dicha resolución se encuentra legalmente fundada y motivada conforme lo ahí determinado.”
SEXTO. Una vez analizado el sumario, este Tribunal actuando en Pleno determina que los motivos de inconformidad expresados por el recurrente  ELIMINADO , son fundados pero inoperantes.

Para mayor entendimiento del asunto, es necesario relatar los antecedentes que derivan del procedimiento de origen:

a).-  Mediante escrito de fecha de recibido del  22 veintidós de junio de 1999 mil novecientos noventa y nueve,  ELIMINADO , en representación de su menor hijo  ELIMINADO , promovió juicio de controversia familiar por alimentos en contra de  ELIMINADO , por el pago y aseguramiento de una pensión alimenticia provisional y en su momento definitiva en favor del menor.

Demanda que fue admitida el 23 veintitrés del mes y año en comento, ordenándose el emplazamiento a la contraria parte, y decretándose como pensión alimenticia provisional el  ELIMINADO  por ciento de las percepciones recibidas por el demandado como producto de su trabajo.

b).-  En auto dictado el día 19 diecinueve de julio de 1999 mil novecientos noventa y nueve, se tuvo al enjuiciado por contestando la demanda entablada en su contra, oponiendo excepciones y defensas.

c).- El día 23 veintitrés de julio de 1999 mil novecientos noventa y nueve, fecha en que tuvo verificativo la audiencia de desahogo de pruebas, alegatos y sentencia, a que se refiere el artículo 1140 del Código de Procedimientos Civiles vigente en el Estado, las partes celebraron un convenio judicial, mismo en el que  ELIMINADO , se comprometió a consignar en el propio Juzgado, a la actora la cantidad de $ ELIMINADO  quincenales, por concepto de alimentos a favor del menor  ELIMINADO , entre otros conceptos como pago de pensiones vencidas y convivencia del menor con su padre. Convenio que fue elevado a la categoría de cosa juzgada y sentencia ejecutoriada en la propia fecha de su elaboración.

c).- En proveído del 27 veintisiete de julio de 1999 mil novecientos noventa y nueve, se acordó escrito de  ELIMINADO  y  ELIMINADO , en el que hacían una modificación al convenio, pero respecto al régimen de convivencias. 

d).- Por escrito presentado el 18 dieciocho de diciembre de 2019 dos mil diecinueve, y admitido el 27 veintisiete del referido mes y año, compareció  ELIMINADO , a promover Incidente de Actualización y Liquidación de Pensiones Alimenticias, en contra de  ELIMINADO . Se ordenó correrle traslado al demandado, por lo que, al dar contestación al mismo, la parte demandada compareció a oponer excepciones y defensas.

e).- Incidente  que  se  resolvió  en  fecha  14  catorce  de diciembre de 2020 dos mil veinte, en donde se decretó la procedencia del mismo, aprobando el Juzgador la cantidad de $ ELIMINADO , que fue el resultado de multiplicar a 14 catorce años, con 8 ocho meses que transcurrieron, del 23 veintitrés de julio de 1999 mil novecientos noventa y nueve, al 19 diecinueve de marzo de 2014 dos mil catorce, en donde los años representaban 24 veinticuatro quincenas y los ocho meses equivalen a dieciséis, correspondiendo en total 352 quincenas, lo anterior con la consecuente desestimación de las excepciones opuestas que se realizaron al contestar la liquidación en comento.

Resolución ésta, que es motivo del presente recurso de queja.

La sentencia recurrida, se sustenta en las siguientes consideraciones:

· Que la personalidad de la actora estaba acreditada, por desprenderse desde la demanda inicial, que tiene reconocida su calidad de parte en el juicio en donde tiene el carácter de parte del juicio, de inicio, como representante de su hijo, sin que sea óbice para ello que ahora acudiera a demandar incidentalmente las pensiones alimentarias que no fueron cubiertas en el pasado por el obligado alimentario, configurando el hecho, de que compareció como progenitora que solvento la necesidad alimentaria durante el tiempo reclamado, lo que no demeritaba su calidad de litigante.

· Que la actora incidentista acude a hacer la liquidación de pensiones alimenticias, tomando como fuente el convenio de fecha 23 veintitrés de julio de 1999 mil novecientos noventa y nueve.

· Que los elementos a probar por la actora incidentista eran: a).- La existencia de una resolución o convenio entre las partes, por el cual se haya decretado una pensión alimenticia, y b).- El incumplimiento del deudor alimentario, que motivara la liquidación de dichas pensiones.

· Que, el primero de los elementos de la acción incidental estaba acreditado, con el convenio celebrado en el expediente principal 280/1999, correspondiente al juicio de controversia familiar por alimentos, seguido ante ese mismo órgano judicial, el cual había sido elevado a la categoría de sentencia consentida por las partes, en donde el demandado se obligó a cubrir la cantidad de $ ELIMINADO  quincenales, por concepto de pensión alimenticia en favor del menor.

· Que, respecto del segundo de los elementos de la acción incidental, que era al deudor alimentario a quien correspondía acreditar el cumplimiento. Sin que existiera resolución que hubiese dejado sin efecto el pago de la pensión alimenticia. Y que, por su parte, el demandado no había aportado probanza alguna tendiente a demostrar haber cubierto la pensión. 

· En respuesta a las excepciones opuestas por  ELIMINADO , a la relativa a la falta de legitimación en la actora, el A quo adujo, que era improcedente porque la promovente no había mencionado que comparecía en representación de  ELIMINADO , y que comparecía entonces, ejerciendo algo semejante a la repetición que tiene un codeudor que ha pagado al 100% cien por ciento una deuda, se exigir a sus codeudores que le paguen su parte proporcional del adeudo, perspectiva desde la cual se constituye como titular del derecho perseguido en el juicio. Ya que, en término del artículo 145 del Código Familiar, la madre y el padre están obligados a dar alimentos, compartiendo una obligación mancomunada y solidaria, lo que no implicaba que la madre debía cumplir la obligación de manera íntegra, sino que se consideraba dividido en partes iguales como obligados hubiere. Por lo que, si había iniciado un juicio, en el cual había logrado la celebración de un convenio en donde el deudor se comprometió a consignar una pensión cada quince días, que entonces, al acudir a solicitar una obligación incumplida, que era evidente que  ELIMINADO , si estaba legitimada para reclamar la actualización, ante la presunción de haber sido ella quien satisfizo la obligación en su totalidad.

· Que, la excepción de prescripción de la acción, resultaba de igual forma improcedente, porque, por un lado, las pensiones alimenticias eran de tracto sucesivo, y que su vigencia se renovaba cada vez que se actualizaba su impago, que en este caso lo era cada quincena; y, por otro, que el artículo 1105 del Código civil del estado, establecía que la acción de dar alimentos era imprescriptible. Declarando que era justo y legal imponerle a  ELIMINADO , la liquidación de las pensiones debidas, en forma retroactiva, hasta que  ELIMINADO , cumplió su mayoría de edad, por haber sido el momento en que su madre se hizo cargo de la totalidad de la obligación alimentaria, condenándolo al demandado al pago de la cantidad de $ ELIMINADO 
Ahora bien, el quejoso se duele concretamente, que las consideraciones en que se sustenta la resolución impugnada, son ilegales, toda vez que derivan de una indebida fijación de la Litis incidental, pues que el origen del convenio sustento del incidente, lo constituye la demanda inicial de la señora  ELIMINADO , quien vino a juicio, pero, en representación del entonces menor  ELIMINADO , convenio, en el cual las partes acordaron diversas obligaciones a su cargo, entre ellas, la obligación del quejoso de consignar a la actora la cantidad fijada en el convenio, de manera quincenal, por concepto de pensión alimenticia a favor del entonces menor de referencia.

Sigue manifestando el inconforme, que, con el sustento de las obligaciones pactadas en el convenio original, la contraria, comparece a promover incidente de liquidación de pensiones alimenticias, con la personalidad, acreditada en autos; lo anterior, bajo el argumento de que las mismas no fueron pagadas por el deudor, razón por la cual solicita el pago de la cantidad liquida reclamada, además, de no existir resolución que determine que hubiese cesado la obligación alimentaria; que, por tanto, al haber comparecido en sus generales como  representante de  ELIMINADO , ya que con ese carácter vino a juicio en su demanda de origen, y con el cual celebró el convenio, que a consideración del recurrente, resulta inexacta la determinación del A quo,  al aducir, que ésta no compareció con ese carácter, teniendo por demostrada su personalidad. Considerando, que no se encuentra legitimada para interponer el presente incidente, porque los derechos consignados en el convenio, corresponden al acreedor alimentario y no así a la contraria parte en lo personal.

A juicio de este Tribunal en Pleno, los anteriores disensos son fundados pero inoperantes en su totalidad, como se adelantó.

Se estima lo primero, porque es cierto, que  ELIMINADO , en representación de su menor hijo  ELIMINADO , celebró convenio con  ELIMINADO , en fecha 23 veintitrés de julio de 1999 mil novecientos noventa y nueve, en donde, en su cláusula segunda,  ELIMINADO , se comprometió depositarle a la señora  ELIMINADO , por concepto de pensión alimenticia para  ELIMINADO , la cantidad de $ ELIMINADO , quincenales, los que serían depositados en el Juzgado de origen los días quinces y treintas de cada mes; de igual forma, en la cláusula tercera, éste se comprometió, respecto a las quincenas segunda de mayo, primera de junio, segunda de junio y primera de julio atrasadas depositaría la cantidad de $ ELIMINADO , en la forma siguiente: $1 ELIMINADO , el lunes 26 veintiséis de julio y además en la misma fecha depositaría $ ELIMINADO , por concepto  la quincena segunda de julio, y los otros $ ELIMINADO , los depositaría el 2 dos de agosto de 1999 mil novecientos noventa y nueve.

Así como también, que, a la fecha de la interposición del incidente de la planilla de liquidación de pensiones alimenticias que se estudia,  ELIMINADO , ha alcanzado la mayoría de edad, puesto que contaba con una edad de 23 veintitrés años, lo que es acorde con el numeral 592 y 593 del Código Civil del Estado.

Siendo persona que se encuentra legitimada para ejecutar por su propio derecho, el convenio de fecha 23 veintitrés de julio de 1999 mil novecientos noventa y nueve (celebrado en ese entonces por sus progenitores), por contener el convenio referido, como bien lo menciona el inconforme, un derecho alimentario a favor de  ELIMINADO , al ser éste el acreedor alimentario.

Por tanto, resulta incuestionable, que, desde que alcanzó su mayoría de edad (el 19 diecinueve de marzo de 2014 dos mil catorce), pudo, dada su capacidad de ejercicio, reclamar las pensiones que, por derecho propio, le corresponden a partir de esa fecha.

Pero, deviene la inoperancia de este concepto de lesión por lo siguiente:

No pasa inadvertido este Tribunal, que el deudor alimentario, solo consignó mediante escrito recibido el 27 veintisiete de julio de 1999 mil novecientos noventa y nueve, la cantidad de $ ELIMINADO , el 03 tres de agosto de ese mismo año, el monto por $ ELIMINADO ; así como, la cantidad de $ ELIMINADO , mediante escritos recibidos del 17 diecisiete y 31 treinta y uno de agosto de 1999 mil novecientos noventa y nueve, respectivamente.

Por lo que, desde esta última data 31 treinta y uno de agosto de 1999 mil novecientos noventa y nueve), al 19 diecinueve de marzo de 2014 dos mil catorce, fecha en que el acreedor alimentario cumplió la mayoría de edad, el deudor alimentario no realizó ningún pago de alimentos a que se comprometió.

Luego entonces, se homologa el criterio arribado por el Juzgador de primera instancia, que refiere que el reclamo que realiza  ELIMINADO , es por haberse sustituido en la obligación que le corresponde al coobligado, y es ahí, en donde ésta se convierte en titular del derecho perseguido en juicio. 

A virtud, que es posible reclamar alimentos erogados en forma retroactiva, porque el deber alimentario de los progenitores surge, desde el nacimiento del dependiente alimentario, además, que es inconcuso que son ambos progenitores quienes deben cumplir con la carga alimentaria, y, por tanto, no resulta constitucionalmente ni legalmente válido, sostener, que no le asiste legitimación a la reclamante, cuando solo uno de los progenitores aportó a los alimentos del dependiente.

No basta con el cumplimiento de la carga alimentaria por uno de los progenitores en el pasado, para considerar que la necesidad alimentaria, fue cubierta al acreedor alimentario, que, debido al transcurso del tiempo, logró autosuficiencia, y que, por ello, no existe motivo para exigir el cumplimiento de la obligación a quien no cumplió con su parte, alegando una falta de legitimación.

Porque, se insiste, la obligación entre progenitores que provean de forma natural a un descendiente de la especie humana, pesa tanto en el padre como en la madre, porque de esa manera, se garantiza la subsistencia y el desarrollo íntegro del descendiente, quien tiene derecho a que ambas personas responsables de su existencia le socorran en su necesidad alimentaria. Como así lo dispone el artículo 145 del Código Familiar del Estado.

Siendo  inconcuso, que el incumplimiento de la obligación alimentaria por uno de los progenitores obligados, supone una vulneración al derecho humano a los alimentos y a un nivel de vida adecuado, a pesar de la autosuficiencia y falta de necesidad del acreedor alimentario; porque no sólo implica la carencia de recursos materiales con los que el acreedor alimentario pudo crecer y desarrollarse, sino que también, ocasiona un daño directo a la dignidad humana, dado que la conducta omisiva e irresponsable de alguno de sus progenitores- en este caso del padre- se revela como un desinterés y menosprecio a la persona humana.

Por lo que no es posible validar, el incumplimiento de un progenitor, a la obligación alimentaria que debió proveer en el pasado, simplemente, porque el que dejó de ser un infante, superó las necesidades connaturales del desarrollo, y logró autosuficiencia; puesto que esto, lo logro, gracias a la madre que le proveyó al cien por ciento sus necesidades.

Ya que, de conceder tal omisión, se legitima la posibilidad de evadir un deber humano tal elemental como es, el procurar la subsistencia y desarrollo íntegro de los descendientes y en perjuicio de quien cubrió al cien por ciento las necesidades.

De ahí que, como ocurre en la especie, se evidencia que el acreedor alimentario  pudo llegar a ser autosuficiente, esto es a superar todas las etapas del desarrollo humano, subsistir y hacerse de un oficio o profesión, gracias a la aportación y sostenimiento del otro deudor alimentario, que en la especie lo fue  ELIMINADO , quien en solitario asumió toda la responsabilidad de la carga alimentaria de su descendiente; entonces, opera la presunción a favor del progenitor quien reclama la parte correspondiente que tuvo que aportar por el progenitor incumplido, misma que legitima la posibilidad de accionar en vía judicial el reclamo, no obstante el transcurso del tiempo, en tanto los alimentos son imprescriptibles.

En efecto, ante la evidencia de autosuficiencia en juicio, de quien fue acreedor, se origina la presunción en el sentido que el progenitor reclamante, se sustituyó en la obligación alimentaria del progenitor demandado, y, por ende, esa presunción le faculta, en el caso a estudio a  ELIMINADO , de ejercer una acción de reclamo de alimentos retroactivos en la parte correspondiente, al deudor incumplido ( ELIMINADO ).

Pues, de no permitir que  ELIMINADO , comparezca a reclamar las pensiones alimenticias retroactivas que ella satisfizo a su menor, en sustitución del deudor alimentario, se estaría actualizando en su persona, una violencia de género, así como una desigualdad económica, lo cual se encuentra prohibido en nuestra Constitución.

Ahora bien, el Protocolo para Juzgar con Perspectiva de Género, publicado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, señala que, el género se conforma por el conjunto de atributos asignados socialmente a las personas a partir de su sexo. Es el que define, de acuerdo con los parámetros que se establecen en cada sociedad, cómo deben ser los hombres y las mujeres, cómo deben verse, cómo deben comportarse, a qué deben dedicarse, cómo deben relacionarse entre sí, etcétera. La división que se hace de las personas en géneros, a partir de su anatomía, supone prescribir formas determinadas de sentir, de actuar y de ser; concibe dos modos de vida, dos formas de existir: uno para las mujeres y otro para los hombres.

Algunos ejemplos sobre el tipo de ideas que nacen de las concepciones culturales en torno al género, y que de una manera u otra van condicionando la forma en la que las personas nos percibimos a nosotras mismas y la manera en la que nos relacionamos con nuestro entorno. Son: (i) las mujeres son débiles y los hombres fuertes; (ii) las mujeres son delicadas y los hombres bruscos; (iii) las mujeres son las más aptas para criar y cuidar a los hijos e hijas, y los hombres son los responsables de proveer a la familia; (iv) a las mujeres les atraen sexualmente los hombres y a los hombres las mujeres; (v) las mujeres son extraordinarias maestras de preescolar y los hombres notables directores de empresa; (vi) a las mujeres les gustan las manualidades y a los hombres los deportes; (vii) el permanecer calladas es una virtud femenina y el alzar la voz es un rasgo de valentía masculino, y así un largo etcétera.
Pero, que, el problema es, que la atribución que se hace de cualidades y habilidades para cada sexo es claramente desigual: mientras “lo debido” para los hombres es la valentía, la toma de decisiones, el ámbito público, las tareas trascendentes, etcétera, “lo debido” para las mujeres es, la vulnerabilidad, el silencio, las labores de crianza, el ámbito privado (doméstico), las tareas secundarias, entre otras.

Esta cuestión sobre la forma en la que está articulado el género, sus consecuencias en la vida de las personas y la influencia que logra en los distintos ámbitos sociales, nos da una idea de por qué resulta tan relevante que se incluya como categoría de análisis en el derecho y, en especial, en la labor jurisdiccional. 

El derecho no puede ser indiferente al escenario de desigualdad y discriminación que deriva de la construcción cultural de la diferencia sexual; por el contrario, el derecho y particularmente la práctica jurídica deben ser una herramienta primordial para combatir esa realidad y asegurar que las personas gocen y ejerzan sus derechos en un plano de igualdad y sin discriminación. 

De igual forma, se debe reconocer que existen normas jurídicas que se encuentran influidas por las concepciones tradicionales sobre el género; por ende, existe la responsabilidad de reflexionar en torno a ellas y de cuestionar su validez a la luz de los derechos humanos, tratando de erradicar todas aquellas prácticas que derivan en un trato diferenciado injusto, motivado por esa categoría.

Es necesario que los impartidores de justicia acudan a un método de visión de género que auxilie a dilucidar cómo las condiciones y circunstancias por cuestiones de género afectan la apreciación de los hechos y pruebas de la controversia, lo cual es con el objeto de proporcionar una solución adecuada, sin hacer invisibles los aspectos de género que pueden llevar a proponer una solución errónea de la controversia al no tomarse en cuenta.

Se actualiza una cuestión de análisis constitucional, en tanto se advierte que constituye un estándar convencional derivado de las obligaciones en materia de derechos humanos, reconocer que para garantizar el acceso al derecho a la tutela judicial efectiva de las mujeres sin discriminación alguna, el Estado tiene la carga de probar que al impartir justicia la aplicación de una regla de derecho no conlleva a un impacto diferenciado en el tratamiento de las personas involucradas en la litis por razón de género, por lo que es imprescindible que en toda controversia que se advierta posibles desventajas ocasionadas por estereotipos culturales o bien que expresamente den cuenta de denuncias por violencia por género en cualquiera de sus modalidades, las autoridades del Estado implementen un protocolo para ejercer sus facultades atendiendo a una perspectiva de género
La fuente convencional la encontramos en los artículos 2, 14, 15 y 16 de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, ratificada por el Senado del Estado mexicano el veintiséis de noviembre de mil novecientos noventa y seis, según decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación del doce de diciembre del propio año, y publicada finalmente el diecinueve de enero de mil novecientos noventa y nueve. 

Así como en el artículo 16, 17 de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación en contra de la Mujer, ratificada por el Senado mexicano el día dieciocho del mes de diciembre del año de mil novecientos ochenta, según Decreto publicado en el "Diario Oficial de la Federación” del día nueve del mes de enero del año de mil novecientos ochenta y uno, y publicado el doce de mayo de mil novecientos ochenta y uno.

Resulta de suma importancia, verificar la aplicación y definir los estándares de acuerdo al Protocolo emitido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para juzgar con perspectiva de género, en el que se estatuye que la introducción de la perspectiva de género en el análisis jurídico, pretende combatir argumentos estereotipados e indiferentes para el pleno y efectivo ejercicio del derecho a la igualdad, lo cual de no hacerse puede condicionar el acceso a la justicia de las mujeres por invisibilizar su situación particular, aunado a que el Protocolo reconoce que la visión de juzgar con perspectiva de género constituye un método que debe ser aplicado en todos los casos, esto es, aún y cuando las partes involucradas en el caso no lo hayan contemplado en sus alegaciones.

En efecto, este Tribunal actuando en Pleno, estima que, en la especie, sí procede realizar un análisis con base en una perspectiva de género, al ser evidente que la recurrente acudió al Juzgado de la Instancia, a reclamar el pago de las pensiones alimenticias vencidas, que debió haber pagado el deudor alimentario  ELIMINADO , al acreedor  ELIMINADO , al haber sido la madre ( ELIMINADO ), la única que soportó dicha carga.

Los jueces no pueden obviar, que, dentro del funcionamiento de cada familia, existe al menos una persona que debió haber realizado el trabajo doméstico, crianza o cuidado de dependientes, ya sea mediante su ejecución material, o a través de funciones de dirección y gestión, y, si a esto, se suma que la incidentista  ELIMINADO , se vio obligada a soportar en su totalidad la carga alimentaria de su menor hijo, cuando su coobligado no aportó medio de prueba alguno para justificar el cumplimiento de su parte; luego entonces,  existe una asimetría en esa relación económica.

Pues desde la perspectiva de género, debe atenderse la desigual posición de la mujer cuando asume la obligación que representa la maternidad; por lo cual debe privilegiarse en el caso que nos atañe, los axiomas de proporcionalidad y equidad que orientan las obligaciones alimentarias, pues no obstante se trate de alimentos caídos, si el deudor alimentario ha reconocido tácitamente que no los proporcionó (pues afirma que quien se lo debe reclamar, por estar legitimado lo es  ELIMINADO , al ser el acreedor alimentario), por ser aquél a quien le correspondía proveer lo necesario para la satisfacción alimentaria, en la proporción de su capacidad económica; entonces, resulta inaceptable que por formalismos jurídicos y rígidas concepciones, se tenga que denegar ese derecho a la promovente incidental.

Es posible comprobar que existió la necesidad alimentaria de  ELIMINADO , y, que su madre asumió dicha carga alimentaria en su totalidad, en virtud que existe en autos, las múltiples peticiones de la actora, aquí incidentista, a fin de que el demandado diera cumplimiento con sus aportaciones, prueba de ello, son las promociones fechadas de recibido en el juzgado de origen el 17 diecisiete, 20 veinte y 21 veintiuno de septiembre de 1999 mil novecientos noventa y nueve, 04 cuatro, 13 trece y 21 veintiuno de octubre de 1999 mil novecientos noventa y nueve, 8 ocho y 28 veintiocho de diciembre de 1999 mil novecientos noventa y nueve, 11 once y 25 veinticinco de enero del año 2000 dos mil, 01 primero y 24 veinticuatro de febrero del año 2000 dos mil, 11 once y 26 veintiséis de marzo de 2002 dos mil dos, 22 veintidós de abril de 2002 dos mil dos, 06 seis de mayo de 2002 dos mil dos, 20 veinte de junio de 2002 dos mil dos, 2 dos de julio de 2019 dos mil diecinueve y finalmente el 18 dieciocho de diciembre de 2019 dos mil diecinueve. Actuaciones a las que se les otorga valor probatorio pleno al tenor del dispositivo 391 del Código de Procedimientos Civiles en vigor en el Estado.

Existiendo, en el asunto que atañe, situaciones de desigualdad estructural basados en el género, al concurrir una relación económica desequilibrada, en virtud que, obra una presunción legal, de que el acreedor alimentario supero todos los obstáculos del desarrollo de su persona, y por ende la necesidad de recibir alimentos, llegando a ser un ente autosuficiente, gracias al sostenimiento de su madre, quien aportó a cuenta del progenitor incumplido.

Siendo un hecho cierto, que no obstante la obligación alimentaria para con su hijo, recayó en ambos progenitores, el entonces menor  ELIMINADO , quedó solamente a cargo y bajo el cuidado de su mamá  ELIMINADO , en tanto que el papá ( ELIMINADO ), quedó únicamente obligado a pasar una pensión alimenticia, hecho este último, que, sin embargo, incumplió, inobservando el estado de vulnerabilidad en que quedaba su menor hijo y la madre, por asumir ésta, la carga total respectiva. 

Así,  ELIMINADO , resulta legitimada para promover la presente planilla de pensión alimenticia, en base al convenio de fecha 23 veintitrés de julio del año de 1999 mil novecientos noventa y nueve, suscrito entre esta (como representante en ese entonces de su menor hijo) y  ELIMINADO , en su calidad de deudor alimentario. Ello, aún y cuando  ELIMINADO , (descendiente de la actora y del demandado), a la fecha de la interposición del incidente de mérito, haya alcanzado la mayoría de edad.

Al haberse, aquélla sustituido en la obligación del deudor alimentario, aunado a las cargas impuestas por cuestión de género, toda vez que, no existe medio de convicción alguno, que acredite el cumplimiento de la obligación alimentaria que le correspondía a  ELIMINADO .
Razón por la que, en el caso que ocupa se resuelve con perspectiva de género, ya que no es posible obviar en el presente asunto, que, precisamente la defección total o parcial del padre en el cumplimiento de la obligación alimentaria de su descendiente, impuso en la recurrente, una doble carga: la prestación de servicios para el cuidado personal de su hijo, y la búsqueda de los recursos económicos para su manutención; de manera que, al recaer sobre la incidentista, ambas exigencias, se produjo un deterioro en su bienestar personal y se lesionó el derecho a la igualdad de oportunidades y al libre desarrollo  de su persona, obstaculizando sin duda, la salud y planes de vida de la incidentista.

Y de negar la petición de la solicitante en vía incidental, al reclamo de los alimentos retroactivos y no pagados por el deudor alimentario, que fueron sufragados por aquélla al acreedor alimentario, afectaría su esfera legal, convirtiéndolo en un sistema injusto, donde generalmente la mujer cumple con una exigencia extrema de ambos roles de maternidad-paternidad, con el consiguiente deterioro de su bienestar personal, salud y el de sus hijos, en su caso. 

Además, es inconcuso que el hijo, a pesar que ya superó la necesidad alimentaria, solamente obtuvo una satisfacción parcializada de lo que les hubiera correspondido, pues en lógica inferencia, el incumplimiento de la obligación por el padre, reduce el caudal alimentario del hijo, perjudicando sus posibilidades de desarrollo y crianza.

En suma, a través de la conducta omisa del obligado alimentario, queda patentizado un menoscabo en aspectos sustantivos al proyecto de vida de la recurrente, lo cual, sin duda, ocasionó un menoscabo, por lo que no es posible que se soslaye el esfuerzo individual de la recurrente por la crianza en solitario de su hijo  ELIMINADO , asumiendo como propio un deber inexcusable y personalísimo que correspondía también a  ELIMINADO .

Se cita como fundamento la tesis publicada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con Registro digital: 2008544, Instancia: Primera Sala, Décima Época, Materias(s): Constitucional, Civil, Tesis: 1a. XCI/2015 (10a.), Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 15, Febrero de 2015, Tomo II, página 1383, con la sinopsis: “ALIMENTOS. SU OTORGAMIENTO DEBE REALIZARSE CON BASE EN UNA PERSPECTIVA DE GÉNERO. Esta Suprema Corte ha sostenido que todo órgano jurisdiccional debe impartir justicia con base en una perspectiva de género, aun cuando las partes no lo soliciten; de tal manera que el juzgador debe verificar si existe una situación de violencia o vulnerabilidad que, por cuestiones de género, impida impartir justicia de manera completa e igualitaria. Tomando en cuenta lo anterior, el juzgador debe ponderar la especial situación de vulnerabilidad de una madre soltera y el contexto social discriminatorio que habitualmente rodea tanto a la mujer como al menor cuyo nacimiento es extramatrimonial. En esos términos, no es posible obviar al valorar cada caso que, precisamente, la defección total o parcial del padre pone en cabeza de la madre una doble carga: la prestación de servicios para el cuidado personal del hijo y la búsqueda de los recursos económicos para su manutención; de manera que al recaer sobre la mujer ambas exigencias se produce un deterioro en el bienestar personal de la madre y se lesiona su derecho a la igualdad de oportunidades y al libre desarrollo de su persona, obstaculizando sus planes de vida. Además, el menor solamente obtuvo una satisfacción parcializada de lo que le hubiera correspondido y aún le corresponde, pues no puede admitirse que la madre haya aportado por ambos y, desde luego, no puede cargarse sobre la madre unilateralmente el deber de manutención, pues el cuidado conjunto no sólo significa incremento de la calidad de posibilidades de los hijos, sino la igualdad de oportunidades entre los padres, de modo que el incumplimiento del padre respecto de su obligación, reduce el caudal alimentario del hijo, perjudicando sus posibilidades de desarrollo y crianza. A través de la conducta del padre renuente queda patentizado un menoscabo en aspectos sustantivos y en el proyecto de vida del menor, no pudiendo exigirse que la madre, además del esfuerzo individual que importa la crianza de un hijo, asuma como propio un deber inexcusable y personalísimo del padre. Al mismo tiempo, en la mayoría de los casos se priva a los menores del cuidado personal a cargo de la madre, quien ante esta omisión paterna se halla conminada a redoblar esfuerzos a través del despliegue de diversas estrategias de supervivencia para obtener los recursos mínimos que todo menor necesita.”

Así, la falta de asistencia paterna, atenta contra la vida y la salud de la familia no asistida y, a la vez, provoca una doble carga en la atención materna ocasionando daños a su plan de vida, salud y bienestar, así como el disfrute de una adecuada vida familiar, pues el incumplimiento de la obligación alimentaria paterna conlleva una vulneración de derechos, tanto de la madre como de los hijos, cuestión que en respeto a los derechos humanos de todos los involucrados, el juzgador no puede soslayar al momento de resolver, como en el presente caso, no dejo de advertirlo el Juez de origen, que tuvo a bien, para apoyar su determinación en el numeral 165 de la Ley Familiar del Estado, aplicando la perspectiva de género.

La perspectiva de género en la impartición de justicia, deriva de las obligaciones y deberes del estado mexicano, las cuales se mencionaron en párrafos que anteceden, la visión del juzgador atento a este principio constituye un método que debe ser aplicado en todos los casos, esto es, aún y cuando las partes involucradas en el caso no lo hayan contemplado en sus legaciones, pero siempre que el juzgador advierta que en el caso puede existir una situación de violencia o vulnerabilidad por género que obstaculice la impartición de justicia de manera completa sin respeto al derecho de igualdad  en su ámbito sustancial no meramente formal.

Así lo sostuvo la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 1ª./J 30/2017, publicada con el Registro digital: 2014099, Décima Época, Materias(s): Constitucional, Tesis: 1a./J. 30/2017 (10a.), Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 41, Abril de 2017, Tomo I, página 789, Tipo: Jurisprudencia, con rubro: “DERECHO HUMANO A LA IGUALDAD ENTRE EL VARÓN Y LA MUJER. SU ALCANCE CONFORME A LO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 4o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y EN LOS TRATADOS INTERNACIONALES. Al disponer el citado precepto constitucional, el derecho humano a la igualdad entre el varón y la mujer, establece una prohibición para el legislador de discriminar por razón de género, esto es, frente a la ley deben ser tratados por igual, es decir, busca garantizar la igualdad de oportunidades para que la mujer intervenga activamente en la vida social, económica, política y jurídica del país, sin distinción alguna por causa de su sexo, dada su calidad de persona; y también comprende la igualdad con el varón en el ejercicio de sus derechos y en el cumplimiento de responsabilidades. En ese sentido, la pretensión de elevar a la mujer al mismo plano de igualdad que el varón, estuvo precedida por el trato discriminatorio que a aquélla se le daba en las legislaciones secundarias, federales y locales, que le impedían participar activamente en las dimensiones anotadas y asumir, al igual que el varón, tareas de responsabilidad social pública. Así, la reforma al artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, da la pauta para modificar todas aquellas leyes secundarias que incluían modos sutiles de discriminación. Por otro lado, el marco jurídico relativo a este derecho humano desde la perspectiva convencional del sistema universal, comprende los artículos 1 y 2 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, así como 2, 3 y 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; y desde el sistema convencional interamericano destacan el preámbulo y el artículo II de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, así como 1 y 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.”

Tales condiciones fueron expresadas en la tesis publicada con el número 1ª. XCIX/2014 (10ª.) a páginas 524, tomo I, libro IV del mes de marzo de 2014, Décima Época de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Registro digital: 2005794, Instancia: Primera Sala, con el texto: “ACCESO A LA JUSTICIA EN CONDICIONES DE IGUALDAD. TODOS LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES DEL PAÍS DEBEN IMPARTIR JUSTICIA CON PERSPECTIVA DE GÉNERO. De los artículos 1o. y 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 2, 6 y 7 de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, "Convención de Belém do Pará", adoptada en la ciudad de Belém do Pará, Brasil, el 9 de junio de 1994, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 19 de enero de 1999 y, 1 y 16 de la Convención de las Naciones Unidas sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, adoptada por la asamblea general el 18 de diciembre de 1979, publicada en el señalado medio de difusión oficial el 12 de mayo de 1981, deriva que el derecho humano de la mujer a una vida libre de violencia y discriminación es interdependiente del derecho a la igualdad; primeramente, porque este último funge como presupuesto básico para el goce y ejercicio de otros derechos y porque los derechos humanos de género giran en torno a los principios de igualdad y no discriminación por condiciones de sexo o género. Así, el reconocimiento de los derechos de la mujer a una vida libre de violencia y discriminación y de acceso a la justicia en condiciones de igualdad, exige que todos los órganos jurisdiccionales del país impartan justicia con perspectiva de género, que constituye un método que pretende detectar y eliminar todas las barreras y obstáculos que discriminan a las personas por condición de sexo o género, es decir, implica juzgar considerando las situaciones de desventaja que, por cuestiones de género, discriminan e impiden la igualdad. De ahí que el juez debe cuestionar los estereotipos preconcebidos en la legislación respecto de las funciones de uno u otro género, así como actuar con neutralidad en la aplicación de la norma jurídica en cada situación; toda vez que el Estado tiene el deber de velar porque en toda controversia jurisdiccional donde se advierta una situación de violencia, discriminación o vulnerabilidad por razones de género, ésta sea tomada en cuenta a fin de visualizar claramente la problemática y garantizar el acceso a la justicia de forma efectiva e igualitaria.”

Así lo sustento la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 1ª./J. 22/2016 (10ª) con el Registro digital: 2011430, Décima Época, Materias(s): Constitucional, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 29, Abril de 2016, Tomo II, página 836, con el texto: “ACCESO A LA JUSTICIA EN CONDICIONES DE IGUALDAD. ELEMENTOS PARA JUZGAR CON PERSPECTIVA DE GÉNERO. Del reconocimiento de los derechos humanos a la igualdad y a la no discriminación por razones de género, deriva que todo órgano jurisdiccional debe impartir justicia con base en una perspectiva de género, para lo cual, debe implementarse un método en toda controversia judicial, aun cuando las partes no lo soliciten, a fin de verificar si existe una situación de violencia o vulnerabilidad que, por cuestiones de género, impida impartir justicia de manera completa e igualitaria. Para ello, el juzgador debe tomar en cuenta lo siguiente: i) identificar primeramente si existen situaciones de poder que por cuestiones de género den cuenta de un desequilibrio entre las partes de la controversia; ii) cuestionar los hechos y valorar las pruebas desechando cualquier estereotipo o prejuicio de género, a fin de visualizar las situaciones de desventaja provocadas por condiciones de sexo o género; iii) en caso de que el material probatorio no sea suficiente para aclarar la situación de violencia, vulnerabilidad o discriminación por razones de género, ordenar las pruebas necesarias para visibilizar dichas situaciones; iv) de detectarse la situación de desventaja por cuestiones de género, cuestionar la neutralidad del derecho aplicable, así como evaluar el impacto diferenciado de la solución propuesta para buscar una resolución justa e igualitaria de acuerdo al contexto de desigualdad por condiciones de género; v) para ello debe aplicar los estándares de derechos humanos de todas las personas involucradas, especialmente de los niños y niñas; y, vi) considerar que el método exige que, en todo momento, se evite el uso del lenguaje basado en estereotipos o prejuicios, por lo que debe procurarse un lenguaje incluyente con el objeto de asegurar un acceso a la justicia sin discriminación por motivos de género.”

Por lo expuesto, es que se considere que  ELIMINADO , se encuentra legitimada para reclamar las pensiones alimenticias retroactivas, dentro de la incidencia que se estudia, estimándose correcto el proceder del Juzgador, al declararlas procedentes hasta el momento en que  ELIMINADO , cumplió su mayoría de edad, por ser el momento hasta el cual su madre, se hizo cargo de la totalidad de la obligación alimentaria, y dejándosele a salvo sus derechos al acreedor alimentario mayor de edad, para hacerlos valer en la vía y forma que corresponda, respecto de las subsecuentes pensiones adeudadas. Máxime, cuando a la fecha no existe medio de prueba que acredite que la obligación alimentaria ha cesado.

Por otro lado, en un diverso concepto de lesión, aduce el inconforme, que, en la especie, se trata de la ejecución de un convenio, que en términos del numeral 1006 del Código de Procedimientos Civiles, es si prescribe, señalando para tal efecto el término de 10 diez años, que ya transcurrieron.

Pero contrario a lo puntualizado por el recurrente, en el caso a estudio, no debe perderse de vista que se trata de un negocio en el que se encuentran involucrados alimentos, los cuales son irrenunciables, imprescriptibles ni pueden ser objeto de transacción, ya que el fundamento de la institución de los alimentos es la preservación de la vida misma, los cuales ya son equiparados a un rango constitucional y de derechos humanos, por tanto, aun y cuando, en la especie se pretenda ejecutar un convenio, lo cierto es, que es sobre alimentos los cuales no prescriben, aún cuando no se hubiere ejecutado el convenio, porque éstos son de tracto sucesivo, de momento a momento, y su vigencia se renueva cada vez que se actualiza el impago, como bien lo hizo ver el resolutor. 

Así las cosas, lo procedente es declarar infundada la queja interpuesto por  ELIMINADO , en contra de la interlocutoria dictada en 14 catorce de Diciembre del año 2020 dos mil veinte, que resolvió el incidente de liquidación y actualización de pensiones alimenticias, dictado por el Juez Primero Civil de Ciudad Valles, S.L.P., en el Testimonio de Constancias deducidas del expediente 280/1999, relativo a la Controversia del Orden Familiar por Alimentos, promovida por  ELIMINADO , en contra de  ELIMINADO  .

SÉPTIMO.- El artículo 975 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, prevé que se impondrá multa al promovente si su queja no resulta apoyada en hecho cierto, si no estuviere fundada en derecho, o bien, si procediere recurso ordinario contra la resolución reclamada.

Como se observa, dicho precepto se limita a establecer la imposición de una multa; no obstante, es de señalarse, que el establecimiento de la referida multa como sanción, constituye un obstáculo al derecho a la tutela jurisdiccional.

Dicha garantía se ha definido por la Sala en la jurisprudencia 1ª/J. 42/2007,
 como el derecho público subjetivo que toda persona tiene, dentro de los plazos y términos que fijen las leyes, para acceder de manera expedita a tribuales independientes e imparciales, a plantear una pretensión o defenderse de ella, con el fin de que a través de un proceso en el que se respeten ciertas formalidades, se declare sobre la pretensión o la defensa y, en su caso, se ejecute esa decisión. 

En la misma jurisprudencia se ha señalado que la prevención de que los órganos jurisdiccionales estén expeditos –desembarazados, libres de todo estorbo- para impartir justicia en los plazos y términos que fijen las leyes, significa que el poder público –en cualquiera de sus manifestaciones: Ejecutivo, Legislativo o Judicial- no puede supeditar el acceso a los tribunales a condición alguna, pues de establecer cualquiera, ésta constituiría un obstáculo entre los gobernados y los tribunales, por lo que es indudable que el derecho a la tutela judicial puede conculcarse por normas que impongan requisitos impeditivos u obstaculizadores del acceso a la jurisdicción, si tales trabas resultan innecesarias, excesivas y carentes de razonabilidad o proporcionalidad respecto de los fines que lícitamente puede perseguir el legislador.

En esas condiciones, resulta evidente que la imposición de multa, ante lo infundado del recurso de queja, constituye un impedimento legal para acceder a la justicia, pues su establecimiento desalienta e inhibe su promoción, es decir, restringe de manera indebida el derecho fundamental de pedir justicia.

Luego, aún y cuando en la especie,  ELIMINADO , ha promovido un recurso, que no le ha resultado favorable, y, por ende, encuadraría, el caso, en alguna de las hipótesis que prevé el artículo 975 de la Legislación mencionada en párrafos que anteceden, a fin de imponerle una multa.

El establecimiento de ésta, ante el resultado de la resolución del recurso de que se trata, condiciona en forma injustificada el acceso a la justicia, pues la multa constituye una traba innecesaria entre los gobernados y los tribunales para acceder a plantear una pretensión de inconformidad.

A más, porque, al considerarse que la imposición de la multa establecida en el precepto normativo citado (975 CPCSLP), atiende al sentido en que sea resuelto en lo material el incidente, es decir, al analizarlo no en su procedencia, sino en el fondo, pues el derecho de acceso a la justicia tiene como finalidad, que a través de un proceso se decida sobre la pretensión que el gobernado plantea ante los tribuales; y, si se condiciona el resultado de éste a la imposición de una multa, es claro que se obstaculiza el acceso a la jurisdicción.

Sirve como fundamento a lo anterior, la tesis publicada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con el número de Registro digital: 2002945, Instancia: Primera Sala, Décima Época, Materias(s): Constitucional, Civil, Tesis: 1a. LXXXI/2013 (10a.), Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro XVIII, Marzo de 2013, Tomo 1, página 879, bajo la sinopsis: “ACCESO A LA TUTELA JURISDICCIONAL. EL ARTÍCULO 1.399 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES DEL ESTADO DE MÉXICO, AL PREVER LA IMPOSICIÓN DE UNA MULTA SI EL RECURSO DE QUEJA ES INFUNDADO, VIOLA DICHO DERECHO FUNDAMENTAL. El citado precepto, al establecer la imposición de una multa a la parte quejosa y su abogado solidariamente, si el recurso de queja interpuesto contra la resolución que niega la admisión de la demanda o la que deniega una apelación es infundado, viola el derecho fundamental a la tutela jurisdiccional previsto en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en virtud de que dicha imposición constituye un impedimento legal para acceder a la justicia, al desalentar e inhibir su promoción y condicionar injustificadamente el acceso a ésta. En efecto, el establecimiento de una multa en atención al sentido en que se resuelva en lo material el recurso, constituye una traba innecesaria entre los gobernados y los tribunales para acceder a plantear una pretensión de inconformidad, lo cual restringe indebidamente el derecho fundamental de pedir justicia.”

Así entonces, no es procedente, el establecimiento de una multa, al quejoso  ELIMINADO , por las razones legales, en este apartado mencionadas.

OCTAVO.- En términos de lo dispuesto en el artículo 73, fracción II, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en relación con el diverso 87, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, hágase del conocimiento de las partes, que las sentencias definitivas, interlocutorias y cumplimiento de ejecutorias de amparo, en su caso, que se dicten en el presente asunto estarán a disposición del público para su consulta, a través de la difusión en la plataforma electrónica a que se refiere el numeral 49 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; además, para que pueda permitirse el acceso a la información confidencial, sensible y a los datos personales que hagan a una persona física identificada o identificable, se requiere del consentimiento de la parte que acredite ser titular de la información, lo anterior sin perjuicio de la protección que por mandato constitucional se realice de oficio. 

Asimismo, con fundamento en lo establecido en los artículos 82 del Código Nacional de Procedimientos Penales, 168 del Código de Comercio y 121 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí, se publicarán el nombre y apellidos completos de los interesados en los asuntos jurisdiccionales que se mandan notificar por edictos, estrados, listas, así como en la página de Internet del Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí.
Por lo expuesto y fundado, se resuelve:


PRIMERO.- Este Tribunal en Pleno resultó competente para conocer del presente recurso de queja y el trámite dado al mismo se ajustó a derecho.
SEGUNDO.- Resultó infundada la presente queja interpuesta por  ELIMINADO .
TERCERO.- En consecuencia, se CONFIRMA la interlocutoria dictada en 14 catorce de Diciembre del año 2020 dos mil veinte, que resolvió el incidente de liquidación y actualización de pensiones alimenticias, dictado por el Juez Primero Civil de Ciudad Valles, S.L.P., en el Testimonio de Constancias deducidas del expediente 280/1999, relativo a la Controversia del Orden Familiar por Alimentos, promovida por  ELIMINADO , en contra de  ELIMINADO .
CUARTO.-  No es procedente imponer al quejoso  ELIMINADO , el establecimiento de una multa, por las razones legales mencionadas en el considerando séptimo de la presente resolución.
QUINTO.- Hágase del conocimiento de las partes, que las sentencias definitivas, interlocutorias y cumplimiento de ejecutorias de amparo, en su caso, que se dicten en el presente asunto estarán a disposición del público para su consulta, a través de la difusión en la plataforma electrónica a que se refiere el numeral 49 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; además, para que pueda permitirse el acceso a la información confidencial, sensible y a los datos personales que hagan a una persona física identificada o identificable, se requiere del consentimiento de la parte que acredite ser titular de la información, lo anterior sin perjuicio de la protección que por mandato constitucional se realice de oficio. 

Asimismo, se publicarán el nombre y apellidos completos de los interesados en los asuntos jurisdiccionales que se mandan notificar por edictos, estrados, listas, así como en la página de Internet del Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí.

SEXTO.- Envíese copia certificada de la presente resolución al Juez de origen para su conocimiento y efectos legales conducentes,  y en su oportunidad archívese el toca donde corresponda. 


SÉPTIMO.- Notifíquese personalmente, comuníquese y cúmplase.


Así, por unanimidad de votos lo resolvieron y firman los señores Magistrados Olga Regina García López, Ma. Guadalupe Orozco Santiago, José Armando Martínez Vázquez, Carlos Alejandro Robledo Zapata, Luz María Enriqueta Cabrero Romero, Rebeca Anastacia Medina García,  Juan Paulo Almazán Cue, María Manuela García Cázares, María Elena Palomino Reyna, Alma Delia González Centeno, Jesús María Ponce de León Montes, Alejandro Hernández Castillo, Graciela Treviño Rodríguez, Aracely Amparán Madrigal y José Luis Ortiz Bravo, que integran el Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado; siendo ponente el Magistrado José Luis Ortíz Bravo, quienes actúan con Secretaria General de Acuerdos, Ma. del Rosario Torres Mancilla, que autoriza y da fe.

� Localizable en la página 124, Tomo XXV, abril de 2007, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Materia(s): constitucional, Novena Época, Registro: 172759, que dice: “GARANTÍA A LA TUTELA JURISDICCIONAL PREVISTA EN EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN PÓLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. SUS ALCANCES”.





